CAUSA Nº 5232 CCALP MOSTAJO GUALBERTO HORACIO C/ INSTITUTO DE PREVISION SOCIAL (I.P.S.) S/ PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC. DE DERECHOS

En la ciudad de La Plata, a los cinco días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa MOSTAJO GUALBERTO HORACIO C/ INSTITUTO DE PREVISION SOCIAL (I.P.S.) S/ PRETENSION RESTABLECIMIENTO O RECONOC. DE DERECHOS, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia N°2 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de la Plata (expte. Nº -8882-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.

El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es justa la sentencia apelada?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1.  A fojas 9/13  se presenta el actor, Gualberto Horacio Mostajo, con patrocinio letrado, promoviendo demanda contencioso administrativa contra el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires.

Articula su acción en base a la pretensión de restablecimiento del derecho a la percepción íntegra de su haber jubilatorio, o, indistintamente, en la de resarcimiento de los daños representados por los deméritos remunerativos que la informan.

Para abastecer esa modalidad, se sitúa en la hipótesis de demandabilidad directa que extrae del precedente Gainnedu de la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia.

En ese contexto, y eventualmente, deja deducida objeción de constitucionalidad para los artículos 12, 14 y concordantes del Código Procesal Administrativo (ley 12.008; t. seg. ley 13.101), por considerarlos violatorios de las cláusulas 166 y 15 de la Constitución de la Provincia, 18 y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional.

Incluye, en ese marco, la actualización monetaria e intereses, desde que las diferencias que reclama se devengaran.

Preciso es el relato que aporta el actor en su demanda, relativo a sus antecedentes como jubilado en el cargo de Asesor General de Gobierno de la Provincia (conf. resoluciones  nº 255.691/81 y nº 412.898/98; seg. expdte. 2918-46.992), y a las detracciones que comenzara a sufrir en su haber, a partir del año 2000.

Atribuye esas quitas, de las que brinda detalle, a la aplicación a su situación del Decreto nº 5/00, circunstancia esta que recién dice haber conocido en el año 2003.

El reporte trae también el cuestionamiento de legalidad de ese reglamento general, destinado a fijar las remuneraciones del personal superior del Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires.

Informa sus óbices en la exclusión de sus alcances para el cargo en el que cesara, dada la equiparación salarial de su titular respecto de otros organismos provinciales (Fiscal de Estado, Contador y Tesorero General de la Provincia), según lo cree ver.

Completa su cuadro de demanda con la invocación del derecho adquirido a la intangibilidad de la remuneración de pasividad, y con el reproche de improcedencia a la conducta de reducción de esos montos por decreto.

Tales los términos del planteo inicial.

2. A fojas 34/43 toma intervención el Fiscal de Estado en defensa del instituto llamado a juicio.

Su respuesta halla sitio en la defensa de la conducta del Instituto de Previsión Social.

Abona su criterio de legalidad afirmando que un primer impacto sobre el haber de jubilación del  actor, no fue más que la derivación necesaria del cambio de la remuneración sufrida por el activo merced a los términos del Decreto nº 5/00.

Asimismo descartó la equiparación salarial invocada, en relación con otros organismos del estado provincial, como argumento suficiente para evitar aquel traslado, pues se afirma en la derogación de esa correlación (Dec. nº 5/00) establecida por norma anterior (Dec.1494/97).

Fortalece ese argumento con la sanción posterior de las leyes 12.874, 13.002 y 13.154.

La ubicación del cargo del actor en la escala jerárquica comprendida por el Decreto nº 5/00, constituye otro de sus fundamentos de réplica a la demanda.

Esto último en función de la dependencia del Gobernador de la Provincia con la que perfila al cargo de  Asesor General de Gobierno, pues afirma  tratarse de su órgano de consulta jurídica permanente (art. 1 Dec. 8019/73) y, como tal, integrado a sus cuadros administrativos subordinados.

Asimismo, y en relación con el demérito individualizado con el código tope artículo 23, incidencia que también comprende la acción procurada, expone su procedencia de la ley de emergencia 12.727 (art. 23), a cuyo respecto le endilga al actor ausencia de todo reproche de constitucionalidad para ella.

Con ese cuadro de situación defiende la legitimidad de la conducta estatal, en cuanto informada en el Decreto nº 5/00 en parte, y en la ley 12.727 de otro lado.

Así, en base a los principios de movilidad y proporcionalidad, argumenta a favor de las disminuciones salariales en su exacta correlación con las establecidas para el personal en actividad.

A renglón seguido, la parte demandada deduce defensa de prescripción para toda diferencia devengada con antelación al 13 de septiembre de 2003 (conf. art. 62 Dec. Ley 9650/80).

Ello así, en base a que la pretensión deducida (13.09.05), según lo visualiza, habría sido articulada como supuesto de demandabilidad directa, carente de peticiones administrativas que la precedan, por lo que  remite la excepción a la fecha de demanda.

Finalmente, se opone a la actualización monetaria como al pedido de imposición en costas.

Así queda planteado el contradictorio.

3. Previo traslado de la defensa de prescripción, con su responde de fojas 47,  y cumplidos con los trámites procesales de rigor, sobreviene, a fojas 182/192, la sentencia que pone fin a la litis en primera instancia.

La juez de la causa hace lugar a la demanda instaurada, declara inconstitucional el decreto nº 5/00 y condena al Instituto de Previsión Social de la Provincia a reintegrar al actor las sumas descontadas de su haber jubilatorio, liquidadas bajo el código R1 tope Dto. 5/2000, desde el mes de septiembre de 2003 y hasta la fecha en que se cumplimentara la medida cautelar de fojas 94/96.

A ello adiciona el accesorio por intereses a tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta días y fija en sesenta días el plazo de cumplimiento.

Distribuye las costas en el orden causado (art. 51 inc. 1 CCA) y difiere la regulación de honorarios a la oportunidad del artículo 51 del decreto-ley 8904/77.

Para decidir en esa dirección, la magistrado de la instancia anterior fija los límites de la controversia en la resolución sobre la legitimidad del decreto nº 5/00, en su aplicación al actor.

Descarta toda otra materia de polémica, tanto la relativa a la equiparación salarial pregonada en la demanda respecto de otros órganos del estado provincial, como en relación con las detracciones de la ley 12.727. 

Este último aspecto carece de tratamiento en la sentencia pronunciada.

En ese contexto analiza las detracciones salariales sufridas en el haber de jubilación del actor, y, luego de su detalle, encuentra en ellas perfil confiscatorio al valorarlas por encima del límite del 33% para toda reducción posible. 

Cita el artículo 52 del Decreto Ley 9650/80.

Abona esa conclusión con jurisprudencia local y federal, en particular con remisión a los principios de movilidad y proporcionalidad.

Para el capítulo relativo a la actualización monetaria, desestima la solicitud del actor (considerando 4), aplicando la doctrina judicial que cita.

Las costas las distribuye en el orden causado, pues desaloja todo supuesto de de excepción para quebrar esa regla general, con presencia reinante en la causa tramitada (art. 51 CCA).

Así se cierra el pleito en primera instancia.

4. Apela la parte demandada el pronunciamiento de la juez de la causa, por recurso de fojas 195/199, que fuera declarado admisible por este tribunal (fs.204).

A sus agravios habré de dedicarme, en cuanto esa tarea se halla expedita y sin óbices adjetivos. 

Ello así, a juzgar  por el consentimiento de aquella providencia de admisibilidad (ver céd. de fs. 205/206), la notificación de fojas 201 y la constancia de fojas 202 vuelta, pues ese conjunto da cuenta suficiente del conocimiento de las partes de la sentencia pronunciada, como del recurso de apelación de la demandada por su contraparte.

Comienzo por señalar que los contornos del caso controvertido exponen un perfil análogo a precedentes de este mismo tribunal, en los cuales se adoptó un criterio de exégesis al que cabe remitir para darle solución  ( conf. mis votos en causas  Nº 4911, CCALP, Correa, sent. del 24-6-08 y  Nº 7298, CCALP, Benitez, sent del 19-2-09).

En efecto, advierto que la especie traída a esta alzada revela carencias de promoción que obligan a un pronunciamiento de la jurisdicción, en la medida que, cuando se posicionan en la actividad de inspección de legalidad de las acciones de una de ellas (la administrativa) por otra (la judicial), pueden comprometer el equilibrio de las funciones y sus zonas de reserva.

Esa circunstancia no puede pasar desapercibida en la tarea de decidir los conflictos que suscite la actuación administrativa, pues constituye una cortapisa de acceso que, expuesta, debe ser motivo de valoración por los jueces, más allá de como las partes  articulen sus respectivas posiciones y en beneficio a aquel equilibrio que, de otro modo, se quebraría en detrimento de una de las funciones estatales.

Si bien la parte demandada no ha formulado de modo explícito esa observación, juzgo su tratamiento un imperativo para la labor del fuero (conf. doct. causa N° 4609, CCALP, Milantic Trans, res del 30-8-07).

Anticipo que no se trata de volver sobre etapas clausuradas, sino de destacar la influencia decisiva, en la suerte de la causa, de la ausencia de la condición de posibilidad del reclamo patrimonial, tal y como se verá. 

Y, esto sí, a resolver en la instancia de conocer acerca de la procedencia sustantiva de la acción.

La particular modalidad de su promoción, que la muestra carente de instancias administrativas anteriores como de propósito anulatorio en ésta y de un perfil alternativo para cualquiera de  dos de las pretensiones previstas en el artículo 12 del código adjetivo (incs. 2 ó 3) ley 12.008 -t. seg. ley 13.101-), es inconciliable con el carácter excluyente que éstas reportan entre sí.

En efecto, ó la acción se encamina por la ruta del proceso al acto, en términos de control de legalidad, o se informa en las hipótesis de responsabilidad  del estado con prescindencia de esa labor de inspección.

Si lo es por conducto de la primera (art. 12 inc. 2 ley 12.008), resulta condición necesaria de acceso la inclusión de la impugnación de la voluntad administrativa bajo las formas de habilitación previstas en la ley (arts. 14, 18, 20 y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101) pues, de suyo, no puede ser susceptible al intento resarcitorio derivado una declaración estatal que no se cuestiona por la vía de esos carriles de ingreso (art. 12 inc. 1 ó 2 de la ley 12.008).

Si, en cambio, el reclamo no se informa en ese examen previo, la ruta judicial podrá ser la segunda de las indicadas (art. 12 inc. 3 ley 12.008).

Pues bien, el caso, tal y como fuera planteado y resuelto, exhibe aristas inconfundibles de control para el reglamento contenido en el Decreto nº 5/00, razón esta suficiente que obsta al camino adjetivo indicado en último término (art. 12 inc. 3 CCA), pues el resultado de la inspección de legalidad por la jurisdicción se convierte en ella en presupuesto insoslayable de la responsabilidad patrimonial demandada.

El actor debió formular el reclamo de invalidez de la norma general censurada (dec. nº 5/00), en tiempo hábil, sea en forma directa o promoviendo el pertinente acto individual, para dejar así habilitado el presupuesto de su pretensión resarcitoria.

Esa ausencia perjudica, de manera definitiva, su reclamo.

Este, desprendido de su presupuesto necesario carece de posibilidad. 

Se aparta así de toda posible aplicación la doctrina del precedente Gaineddu (causa SCBA nº 64.553; 23.04.03), pues la materia que tramita en éste remite a una pretensión indemnizatoria sostenida en la ilegalidad del acto administrativo que le sirve de base y que ha carecido de impugnación oportuna.

Baso ese entendimiento en la necesidad  previa de desvirtuar la presunción favorable de la que goza ese acto administrativo general, para sostener, a partir de ese quiebre, la procedencia de la consecuencia patrimonial derivada.

En esa línea argumental destaco la ausencia de pretensión anulatoria para el acto administrativo que perfilara como cimiento de sostén el reclamo del actor (decreto nº 5/02), a estar a los términos de su misma petición, para alcanzar un colofón de improcedencia de todo requerimiento que intente informarse en un juicio de reproche que no ha satisfecho previa ni simultáneamente. 

Ello así, no obstante las posibilidades de impugnación a su alcance, que ha dejado transcurrir sin ejercicio todavía (conf. arts. 166 CPBA, 14 inciso 1 apartado c), y 18 incisos b) ó c), según el caso) consintiendo finalmente un contenido del que se agravia tardíamente y sin seguir la ruta adjetiva obligada.

Dicho en otros términos, el demandante ha aceptado los deméritos salariales, al no formular observación hábil a su norma de sostén (Dec. 5/00), sino hasta la interposición de esta demanda (2005), articulada por una vía alternativa inadmisible y, antes bien, sin incluir la pretensión anulatoria que es condición a todo resarcimiento derivado de su ilegalidad declarada (conf. arts. 18 inc. d), 20 y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101). 

Así es que esa variable preliminar de habilitación, que resultaría observable a la altura de progreso del trámite adjetivo en condiciones regulares de procedimiento (conf. arts. 34, 35 y ccs. ley 12.008; t. seg. ley 13.101), ofrece un perfil distinto de aceptación en el curso de esta causa.

Sin esa previa condición, sufragada a través de un pronunciamiento anulatorio- que no se ha dictado- que considere la aplicación del reglamento a la situación jurídica particular del actor, el reclamo resarcitorio carece de fuente jurídica suficiente, pues con vigor el acto administrativo de modificación salarial, al no haberse reportado cuestionamiento hábil al tiempo de promovida la acción, cae irremediablemente toda posibilidad para el reclamo patrimonial vinculado.

Este encuentra su base de apoyo, precisamente, en ese primer quiebre de juridicidad. 

Su ausencia pues perjudica decididamente el requerimiento de autos.

Por lo demás, queda claro, a las resultas de las constancias de la causa y los dichos del actor,  que su conocimiento del contenido y alcances del Decreto nº 05/00 data del año 2000, ó, en el peor de los casos desde el 2003, sin que los alcances y efectos de ese conocimiento hayan merecido observación de su parte.

Desde entonces conoce sus detracciones salariales y la fuente normativa para ellas.

Soslayando todo el derrotero administrativo posible a su alcance, en línea con el perfil definitivo del indicado acto administrativo (dec. nº 5/00) dada su pertenencia a la esfera de máxima decisión y su contorno general y por lo tanto de condición suficiente para demandar, lo cierto es que la acción fue entablada sin observarse las formas de interposición aptas para hacer caer su presunción de validez.

A cambio, de manera elíptica y tardíamente, fue procurada con una pretensión de perímetro impreciso y sin adecuación a esos parámetros de acción (conf. arts. 18 y 20 del CCA).

Esa misma circunstancia convirtió en moroso también el planteo de inconstitucionalidad, que la juez de la causa declarara sin el cauce de habilitación que he descripto, y sin pronunciarse en definitiva sobre la validez del reglamento que ventilara el caso (dec. 5/00).

En suma,  sin abrirse las rutas de observación y control del acto administrativo, a cuya declaración de invalidez quedó ligada la pretensión resarcitoria (decreto nº 5/00), se expone ausente toda condición de posibilidad para esta última, pues con vigor legal el acto considerado lesivo y sin alternativas de segregación entre uno y otro reclamo, la acción procurada debe desestimarse por carecer de presupuesto causal.

Las diferencias con el precedente Gaineddu, que he adelantado, impiden todo curso procesal que autorice a separar aquella previa declaración. El caso se ofrece ajeno a ese contorno.

Por ello, la inexistencia de objeciones judiciales procedentes en relación al pronunciamiento administrativo, impide volver sobre él para erigir sus tachas en causa suficiente de la reparación que se persigue.

Se advierte así que no ha podido ser la pretensión prevista por el artículo 12 inciso 3 del Código Procesal Administrativo (ley 12.008) la articulada. 

Las circunstancias del caso que suscitara el demandante lo ubican sin duda en el presupuesto reglado por el artículo 20 de ese mismo cuerpo adjetivo (ley 12.008; t. seg. ley 13.101), razón ésta que abona sin atenuantes el criterio de rechazo por el cual habré de pronunciarme.

Ese orden de fundamentos me lleva a fijar criterio favorable al recibo estimatorio del recurso de apelación deducido.

No obstante, dedicaré párrafo especial al planteo primigenio de inconstitucionalidad de los artículos 12 y 14 del Código Procesal Administrativo, que dejara articulado el actor, pues en ellos he informado, en parte, la solución que propicio.

Sabido es que la censura, sin otros fundamentos que la enunciación del reproche, carece de consistencia para sostener una declaración de la gravedad que supone la requerida.

Desde allí pues, no se abastece el pedido inicial.

Tampoco a partir de una conducta que lo expone posicionado en las pretensiones del artículo 12 de la ley 12.008, que luego, sin mayor explicación objeta.

Esa modalidad surge inconciliable con las reglas de la lógica.

No escapa a mi ponderación que ha intentado el curso judicial con base directa en el artículo 166 de la Constitución de la Provincia, procurando sortear la disposición reglamentaria, más, ello así ha sido infructuoso por que no ha logrado una narración que sostenga la cortapisa que se limita a enunciar.

Para el artículo 14 de la ley 12.008, no se observa la lesión a sus posibilidades de acción, pues el contorno abstracto del acto motivo de polémica (dec. 5/00) no le impedía el ejercicio directo de la acción impugnatoria, ni restringía su acceso a la justicia (art. 15 CPBA), siendo que para el artículo 18 del  mismo cuerpo adjetivo no ha dedicado mención. Ello así, ese planteo también merece rechazo.

Así las cosas habré de exponer mi voto por la negativa a la cuestión planteada.

Sobre esa base, propongo:

Hacer lugar al recurso de apelación de la parte demandada, revocar la sentencia atacada  y rechazar la demanda promovida en todos sus términos (conf. arts. 12 incs. 2, 3, 14, 18, 20, 55, 56, 58 y ccs. del CCA).

Las costas de la instancia deberán distribuirse en el orden causado (art. 51 del CCA).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I.- En la especie se trata de una pretensión administrativa de reconocimiento de derechos derivados la relación de sujeción especial que reporta la actora como beneficiario del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires.-

II.- En esta primera aproximación debo apartarme del criterio sostenido por el magistrado ponente, en tanto considero que no ha menester abordar el tema inherente a la admisibilidad de la pretensión, toda vez que dicha etapa procesal se encuentra clausurada y por ende resulta insusceptible de revisión conforme lo disciplina el articulo 31 inc. 2do del CCA.

II.1. Sin perjuicio de ello, y a raíz de las consideraciones allí volcadas  me obligan a precisar un temperamento jurídico en relación a ello.

En efecto, la operatividad del artículo 166 in fine de la Constitución ha provocado sensibles modificaciones en lo atinente a la exigibilidad de vías administrativas de tránsito previo y obligatorio, las que han de tener cabida como excepción al principio de la directa demandabilidad estatal, en aquellas situaciones expresamente previstas por un enunciado normativo de rango legal, razonablemente establecido con arreglo a la señalada accesibilidad irrestricta a la jurisdicción.  (SCBA, B. 52.174, S. 22.11.06).-

Ahora bien, luego de declarada la operatividad del art. 166, último párrafo, de la Constitución provincial (B. 64.745, "Consorcio de Gestión Puerto Bahía Blanca", res. del 23-X-2002), el Máximo Tribunal precisó que las vías administrativas  de tránsito previo  y obligatorio tenían cabida como excepción al principio de la directa demandabilidad estatal (B. 64.553, "Gaineddu", res. del 23-IV-2003).

II. 2.. En este caso, es necesario destacar que cuando la demanda se vincula con el reconocimiento de un derecho contractual, existe la necesidad de establecer una distinción entre la vía impugnatoria -que presume el agotamiento de las instancias administrativas cuya consecuencia sería necesariamente un pronunciamiento sobre la ilegitimidad del acto administrativo-, y la reclamación del reconocimiento de un derecho cuya procedencia no depende la declaración de invalidez de acto administrativo alguno. En este último aspecto no es menester establecer dicho cartabón, so pretexto de violentar las pautas constitucionales establecidas en los arts. 15 y 166 de la Const. Pcial. (ver mi voto causa 3699 Lagoa, sent. del 30-8-07).-

III. En el presente, habiéndose encaminado el trámite procesal por vía de la pretensión de reconocimientos o restablecimiento de derechos art. 12 inc.2, en cuyo seno la actora formula un reclamo de neto corte patrimonial en materia provisional (diferencia haberes), ello así, sin que estuviera en vilo un acto administrativo que resuelva expresamente la controversia en sede administrativa, extremo que por otra parte, hubo quedado consentido por parte de la Fiscalía de Estado, abortando con ello toda posibilidad de censura que procure finiquitar, -bajo un juicio de inadmisibilidad tardío y retroactivo-, la suerte de acceso a la jurisdicción de la actora. Un temperamento distinto, quebrantaría en forma palmaria, los principios contenidos en el art. 15 y 166 de la Const. Pcial.-

Los antecedentes que cita el voto ponente (causas CCALP N° 4911, Correa, sent. del 24-6-08; N° 7298, Benitez, sent. del 19-2-09), no son de aplicación a la especie, toda vez que la primera de ellas se trata de una pretensión resarcitoria incoada a consecuencia de la acción de nulidad de un acto administrativo firme, en el marco de una relación jurídica de base contractual (empleo público; y la segunda de ellas, en la que se reclama el pago de una bonificación por recolección existiendo un acto firme que la hubo denegado (decreto N°2912/012), también de base contractual.

En la especie la situación de sujeción especial de los beneficiarios del régimen provisional de la provincia, sobre base patrimonial por diferencia de haberes, alejan toda duda respecto a la posibilidad de instar la reclamación en ciernes, sin mayores cartabones que la existencia de un caso o causa, conforme una recta interpretación del artículo 166 de la Const.Pcial.-.-

Antes bien, reluce aplicable a la especie el antecedente de este Tribunal recaído en la causa CCALP N° 7063 Bravo, sent. del 4-12-08 que no obstante el trámite urgente y rápido que hubo de sortear a través de la acción de amparo, permitió visualizar el quiebre de legalidad del decreto 5/00 aplicable a la especie.-

IV. Despejada la cuestión liminar, ha de abordarse el tratamiento sustancial de la pieza recursiva obrante a fs.195/199.-

IV.1. En efecto, se procura formular un reclamo de índole patrimonial (cobro por diferencia haberes), cuestionando el obrar administrativo del Instituto de Previsión Social (IPS) bajo la aparente aplicación del Decreto 5/00:-

IV. 2.  El Decreto Nº 5/00, que en sustancia establece "...a partir del 1º de enero del año 2000, para el personal jerarquizado superior una escala de remuneraciones que como Planilla Anexa I forma parte del presente decreto" (art.1º), fijando en el artículo 9º que el sueldo neto a percibir por los funcionarios del Poder Ejecutivo no podrá superar el monto de $ 9,700, acorde con el art. 33 de la Ley 12.398, que establecía que ningún funcionario del Poder Ejecutivo podrá percibir una remuneración mayor a la percibida por el señor Gobernador.

IV. 3.  En ese sentido se advierte que la vigencia de ese decreto, que de tal modo se aplica para efectuar dicho descuento sobre los haberes previsionales del actor, no aparece  como justificación suficiente de tal actuación.

Ello se corrobora, sin mayor análisis, de los recibos de los haberes liquidados al actor, en plena vigencia del Decreto 5/00 (fs. 130/151), en donde no se practicaron rebajas análogas para los meses pretéritos al 9/03.-

Insisto, lo que resulta arbitrario, es que desde el mes de septiembre/2003 se procede a materializar descuentos de haberes, trayendo a colación un decreto dictado en el año 2000, cuando ya no existía norma de rango legal que permitiera disminuir en un elevado porcentaje el haber provisional.-

De tal modo, si sobre la base del principio de proporcionalidad y movilidad de los haberes previsionales -expresamente invocado en el escrito recursivo-, el monto básico del actor ha sido determinado siguiendo las pautas salariales previstas en planilla Anexa Nº I del decreto de marras para el personal jerarquizado superior en actividad, no se explica bajo qué pautas normativas se formulan los descuentos código "1R" -"tope Dto.5/00" por la suma de $ 576/,08 (9/03.)

En este orden de consideraciones, si el decreto en cuestión no obra como antecedente normativo que justifique el indicado rubro de la liquidación, se desprende, en forma evidente y manifiesta que  la actuación de la administración no se ajusta a derecho. 

No se explica, de tal modo cómo concluida la emergencia declarada por la ley 12.727, el (cf. Arts.l, 2 y 15, Ley 12.727 (B.O.P. del 23/24VII2001), los haberes previsionales del actor no vuelven a gozar del status remunerativo, vigente con anterioridad al 23./24 de julio de 2001, cuando para esa fecha ya se encontraba vigente el decreto 5./00.-

No se discute pues entonces, las atribuciones del Poder Ejecutivo de fijar una política salarial, lo que se enjuicia en autos, es si puede la autoridad administrativa, practicar sin justificación legal descuentos de haberes provisionales, que importen una porción importante de su haber.

Dicha actuación denota la vulneración pristina de la garantía de la propiedad (art.10 y 31 de la Const.Pcial, y art. 17 C.N.), y por ende juzgo acertada la sentencia de autos.

Por ello estimo que corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto en autos, y confirmar la sentencia de instancia, todo en cuanto ha sido materia de agravios (arts.15, 166 Const.Pcial, arts. 55 y 58 CCA).-

Costas por su orden (art.51 CCA).-

Así lo voto.

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Adhiero a la solución propuesta por el Dr. Spacarotel y a sus fundamentos de conformidad al precedente análogo recaído en la causa Bravo (N°77).

Destaco en especial que las consideraciones volcadas por el juez de primer voto en cuanto destaca aspectos vinculados con la admisibilidad de la pretensión anulatoria que se dicen decisivos para la suerte adversa de la demanda, carecen de andamiento en esta etapa procesal amén de no reflejar los agravios del apelante, que no los incluye, ni ser expresión de los principios esenciales que informan el sistema de juzgamiento de casos en la materia (art. 166, Const. Prov.; ley 12.008).

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, por mayoría se rechaza el recurso de apelación interpuesto en autos, y se confirma la sentencia de instancia, todo en cuanto ha sido materia de agravios (arts.15, 166 Const.Pcial, arts. 55 y 58 CCA).-

Costas por su orden (art.51 CCA).-

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo  Juan De Santis. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 190(S).

